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Gómez Córdova, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de enero de 2016.   

I. Dictamen del que recurre 

Compareció ante nosotros el Sr. Rey Antonio Figueroa Díaz 

(peticionario o señor Figueroa) mediante escrito titulado “Moción Recurso 

de Apelación” en el cual impugna una decisión emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan (Instancia, foro primario o recurrido), 

el 13 de octubre de 2015, notificada el día 19 siguiente. En esta 

determinación el foro primario denegó una solicitud del peticionario al 

amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal (32 LPRA Ap. V). 

Luego de analizar los hechos procesales y facticos del caso, expedimos 

el auto y confirmamos el dictamen recurrido por fundamentos diferentes.   

II. Base jurisdiccional 

Poseemos autoridad en ley para entender en los méritos de las 

controversias planteadas a base de los postulados normativos dispuestos 

en el Art. 4.006 (b) de la Ley Núm. 201-2003, mejor conocida como la 

“Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2003”, 

en las Reglas 31-40 de nuestro Reglamento (4 LPRA Ap. XXII-B) y en la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V).  
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III. Trasfondo procesal y fáctico 

 Se desprende del dictamen recurrido que contra el señor Figueroa 

se presentaron denuncias por la comisión de los delitos tipificados en los 

Artículos 217 y 218 del Código Penal (posesión y traspaso de 

documentos falsificados y posesión de instrumentos para falsificar, 

respectivamente).1 Tras varios trámites, las partes llegaron a un acuerdo y 

sometieron al tribunal una alegación preacordada en virtud de la cual se 

enmendarían las denuncias para imputar los mismos delitos en su grado 

de tentativa. Instancia aceptó la alegación preacordada y sentenció al 

señor Figueroa a una condena de 1 año y 6 meses por cada delito, a 

cumplirse de forma de forma concurrente entre sí y consecutiva con otras 

penas. 

 Posterior a la aprobación de la Ley Núm. 246-2014, la cual 

enmendó sustancialmente el Código Penal, el peticionario solicitó la 

modificación de la sentencia al amparo del referido estatuto y del principio 

de favorabilidad. Considerada la petición, el foro recurrido dictó una 

extensa resolución el 13 de octubre de 2015 en la que determinó que, si 

bien las penas por los delitos bajo los cuales el señor Figueroa había sido 

convicto habían sido enmendadas por la Ley Núm. 246, supra, a éste no 

le era de aplicación el principio de favorabilidad debido a que hizo 

alegación de culpabilidad. Fundamentó que las sentencias dictadas en 

virtud de alegaciones de culpabilidad solamente podrían revisarse 

mediante un recurso de certiorari y estará sujeta a ser impugnada 

únicamente en torno a asuntos de debido proceso de ley o en 

circunstancias que hubo coacción al hacer la alegación o que ésta no fue 

efectuada de manera inteligente. En su análisis, Instancia determinó que 

la Ley Núm. 246, supra, en efecto había reducido las penas de los delitos 

tipificados bajo los delitos imputados al peticionario, pero que la aplicación 

del principio de favorabilidad no procedía en este caso debido a que la 

sentencia fue dictada en virtud de una alegación de culpabilidad. 

                                                 
1 33 LPRA secs. 5287, 5288. 
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 Procedemos a disponer del recurso conforme al derecho aplicable, 

expuesto a continuación.  

IV. Derecho aplicable 

A. Revisión de recursos de certiorari en lo criminal 

Dispone la Ley de la Judicatura (Ley Núm. 201-2003) en su Art. 

4.006 (b) que nuestra competencia como Tribunal de Apelaciones se 

extiende a revisar discrecionalmente órdenes y resoluciones emitidas por 

el Tribunal de Primera Instancia. 4 LPRA sec. 24y (b). En casos 

criminales, la expedición de un auto de certiorari debe evaluarse a la luz 

de los criterios enumerados por la Regla 40 de nuestro Reglamento (4 

LPRA Ap. XXII-B). Pueblo v. Román Feliciano, 181 DPR 679 (2011). 

Dicha Regla establece lo siguiente:  

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al 
determinar la expedición de un auto de certiorari o de una orden 
de mostrar causa: 
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 

el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la 

luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, 

o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es 

la más propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 

causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 

 
  

En síntesis, la precitada Regla exige que, como foro apelativo, 

evaluemos si alguna de las circunstancias enumeradas anteriormente 

está presente en la petición de certiorari. De estar alguna presente, 

podemos ejercer nuestra discreción e intervenir con el dictamen recurrido. 
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De lo contrario, estaremos impedidos de expedir el auto y por lo tanto 

deberá prevalecer la determinación del foro recurrido. 

B. Aplicación del principio de favorabilidad en casos de alegación de 

culpabilidad 

La Sec. 12 del Art. II de nuestra Constitución prohíbe la aplicación 

de leyes ex post facto. Art. II, Sec. 12, Const. E.L.A., LPRA, Tomo 12; 

González v. E.L.A., 167 DPR 400, 408 (2006). En materia de decisiones 

judiciales relacionadas al derecho penal sustantivo, el debido proceso de 

ley impide la aplicación retroactiva si tal determinación “(1) altera la 

definición de un delito; (2) brinda una nueva interpretación a un estatuto 

de manera que expone al acusado a una ofensa que era imprevista al 

momento de los hechos; (3) se aplica a eventos que ocurrieron antes de 

publicarse la opinión, o (4) coloca al ofensor en una posición de 

desventaja frente a la interpretación anterior”. Pueblo v. Thompson 

Faberllé, 180 DPR 497, 505 (2010).3 El propósito de la prohibición de 

leyes ex post facto es garantizarles a nuestros ciudadanos que los 

estatutos proveerán una advertencia adecuada de la conducta a 

prohibirse y sus consecuencias penales antes de que se incurra en dicha 

conducta. L. Rivera Román, El nuevo código penal: su vigencia y el 

debate entre la aplicación de la ley más benigna y las cláusulas de 

reserva, 40 Rev. Jurídica U. Inter. P.R. 41, 43-44 (Septiembre-Diciembre, 

2005).  

Así pues, tal proscripción va dirigida a asegurar que se aplique la 

ley penal vigente al momento de los hechos realizados, tal como 

establece el Artículo 4 del Código Penal (33 LPRA sec. 5004), y evitar 

que se apliquen leyes penales aprobadas posterior a los hechos que 

agraven el delito, la pena o las medidas de seguridad aplicables. Pueblo 

en interés del menor F.R.F., 133 DPR 172, 181 esc. 9 (1993); Collins v. 

Youngblood, 497 U.S. 37, 42 (1990). No obstante lo anterior, cabe 

                                                 
2 Dicha sección dispone que “[n]o se aprobarán leyes ex post facto ni proyectos para 
condenar sin celebración de juicio”. 
3 Citando a R.B. McNamara, Constitutional Limitations on Criminal Procedure (Supl.2010–
2011), Thompson Reuters/West, Junio 2010, Sec. 1.4. 
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puntualizar que la protección contra las leyes ex post facto no es 

absoluta. Como excepción se consagró en dicho Artículo la aplicación 

retroactiva de la ley penal cuando su aplicación resulta favorable para el 

convicto. A estos efectos, se dispone lo siguiente: 

… 

La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que favorezca a la 
persona imputada de delito. En consecuencia, se aplican las 
siguientes normas: 
 
(a) Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito es distinta 

de la que exista al procesar al imputado o al imponerle la 
sentencia, se aplicará siempre la ley más benigna. 

 
(b) Si durante el término en que la persona está cumpliendo 

la sentencia entra en vigor una ley más benigna en 
cuanto a la pena o al modo de ejecutarla, se aplicará 
retroactivamente. 
 

(c) Si durante el término en que la persona está cumpliendo la 
sentencia entra en vigor una ley que suprime el delito, o el 
Tribunal Supremo emite una decisión que despenalice el 
hecho, la pena quedará extinguida y la persona liberada, de 
estar recluida o en restricción de libertad. 

En estos casos los efectos de la nueva ley o de la decisión judicial 
operarán en pleno derecho. Artículo 4 del Código Penal, supra.  

 

 Así, se postula que deben aplicarse retroactivamente las leyes 

criminales que sean más beneficiosas para el acusado que hayan sido 

aprobadas durante su procesamiento, al momento de imponerle una 

sentencia o mientras cumple su condena. De particular relevancia a este 

caso es el inciso (b) del citado Artículo, que rige las situaciones en las que 

se aplica la ley penal vigente al momento de la convicción y 

posteriormente se aprueba una ley más benigna. En esos casos, procede 

contraponer el estatuto penal vigente al momento de la comisión del delito 

con las disposiciones de la ley nueva, y si esta última resulta ser más 

beneficiosa para el imputado deberá ser aplicada retroactivamente, a 

menos que exista una cláusula de reserva que lo prohíba. D. Nevares-

Muñiz, Nuevo Código Penal de Puerto Rico Comentado, Instituto para el 

Desarrollo del Derecho, Inc., Ed. 2004-2005, pág. 10; Pueblo v. Torres 

Cruz, Op. de 4 de noviembre de 2015, 2015 TSPR 147, 194 DPR ___ 

(2015). Claro está, dado que este principio es de naturaleza estatutaria y 

no goza de rango constitucional, la aplicación retroactiva de la ley penal 
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queda dentro de la prerrogativa del legislador. Pueblo v. Hernández 

García, 186 DPR 656, 673 (2012). Debido a que puede restringirse el 

alcance del principio de favorabilidad mediante legislación, procede en 

primer lugar determinar si no existen limitaciones estatutarias para su 

aplicación. Íd. En ausencia de éstas, procede la aplicación de la ley más 

favorable de forma retroactiva y la modificación de la pena o medida de 

seguridad en cuestión. 

 En armonía con lo anterior, hace décadas nuestro Tribunal 

Supremo ha permitido y aceptado la modificación de una sentencia para 

reducir la pena impuesta cuando luego de haber sido sentenciado el 

convicto entra en vigor una nueva ley que reduce la pena ya impuesta. 

Pueblo v. Malavé, 61 DPR 403, 406 (1943); Pueblo v. Rivera Figueroa, 93 

DPR 385, 387 (1966). Así, existen varios mecanismos en las Reglas de 

Procedimiento Criminal para que un confinado solicite la reducción o 

modificación de la pena. Uno de ellos se encuentra en la Regla 185 (a) de 

Procedimiento Criminal (34 LPRA Ap. II), que dispone que el tribunal 

sentenciador podrá corregir una sentencia ilegal en cualquier momento y 

también permite modificar una sentencia válida solamente para reducir o 

rebajar la pena impuesta por justa causa y en bien de la justicia, siempre 

que se cumpla con ciertos plazos y en determinadas circunstancias.  

 De otra parte, la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal (34 LPRA 

Ap. II) autoriza al tribunal que impuso la sentencia a anularla, dejarla sin 

efecto, o corregirla, cuando: 1) ésta fue impuesta en violación de la 

Constitución o las Leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, la 

Constitución o las Leyes de los Estados Unidos; 2) el tribunal no tenía 

jurisdicción para imponerla; 3) la sentencia excede de la pena prescrita 

por la ley; 4) la sentencia está sujeta a ataque colateral por cualquier 

motivo.  Pueblo v. Ortiz Couvertier, 132 DPR 883 (1993). Este mecanismo 

procesal puede ser utilizado para atacar colateralmente una sentencia 

criminal final, siempre y cuando el peticionario se halle detenido por razón 
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de la misma, conforme exige el precepto. Correa Negrón v. Pueblo, 104 

DPR 286, 292 (1975).     

 Ahora bien, recientemente en Pueblo v. Torres Cruz, Op. de 4 de 

noviembre de 2015, 2015 TSPR 147, 194 DPR ___ (2015), nuestro 

Tribunal Supremo tuvo la oportunidad de expresarse sobre la aplicación 

del principio de favorabilidad a sentencias que son producto de una 

alegación de culpabilidad. En tal caso, el Ministerio Público planteó que 

un acusado, al ser convicto como parte de una alegación de culpabilidad, 

renuncia a poder invocar posteriormente el principio de favorabilidad para 

solicitar la rebaja de su sentencia. Ello se expuso al aplicar a las 

alegaciones preacordadas los principios de derecho contractual que rigen 

nuestro ordenamiento civil. En ese caso particular, el convicto había 

solicitado la rebaja de la sentencia al amparo de la Regla 192.1, supra. El 

Tribunal Supremo descartó dicho argumento en ausencia de fuentes 

jurídicas que lo sostuviesen y expresó: 

Así pues, no es posible aquí hablar de que el señor Torres Cruz 
esté incumpliendo el acuerdo con el Ministerio Público al solicitar 
rebaja de sentencia, pues la sentencia no puede formar parte del 
acuerdo, al recaer ésta exclusivamente sobre el Tribunal. En 
efecto, aplicar aquí los principios del derecho contractual, a los 
fines de sustraer del ámbito judicial la imposición o corrección de 
una sentencia, violaría la naturaleza del proceso penal. Véase, 
E.L. Chiesa Aponte, Tratado de Derecho Procesal Penal de 
Puerto Rico y Estados Unidos, 1992, Vol. III, Sec. 27.5, págs. 
292–293; Pueblo v. Figueroa García, 129 DPR 798, 806–07 
(1992). 
 
Como se mencionó anteriormente, un condenado puede atacar 
colateralmente una sentencia, aunque sea producto de un pre-
acuerdo, al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento 
Criminal, supra. Pueblo v. Santiago Agricourt, supra, págs. 210–
211. Esta Regla permite solicitar que se “corrija la sentencia”, 
incluso en casos en que la sentencia impuesta “excede de la 
pena prescrita por la ley ”. Regla 192.1 de Procedimiento 
Criminal, supra. Pueblo v. Torres Cruz, supra. 
 

  

 Por consiguiente, concluyó el Tribunal Supremo que tanto las 

personas que resultan convictas luego de la celebración de juicio plenario 

como las que son convictas como resultado de una alegación 

preacordada perfeccionada entre el Ministerio Público y la defensa 

pueden invocar el principio de favorabilidad, toda vez que “las 

alegaciones preacordadas no son ni un contrato tradicional entre el 
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acusado y el Estado, como tampoco un precontrato de oferta u opción de 

alegación entre las partes donde alguna de ellas pueda exigir el 

cumplimiento específico en caso de incumplimiento”. Íd.  

V. Aplicación del derecho a los hechos del caso 

 Como adelantamos, el dictamen del cual se recurre fue emitido el 

13 de octubre de 2015. Mediante el mismo Instancia resolvió que el 

peticionario estaba impedido de invocar el principio de favorabilidad 

debido a que en su caso se dictó sentencia a base de su alegación de 

culpabilidad y del preacuerdo al que llegó con el Ministerio Público. Ahora 

bien, reconocemos que el caso de Pueblo v. Torres Cruz, supra, que 

concluyó que las personas sentenciadas en virtud de alegaciones 

preacordadas sí pueden invocar tal principio, data del 4 de noviembre de 

2015, menos de un mes después de emitirse la resolución impugnada. 

Sin embargo, puntualizamos que aun antes de la opinión aludida en 

nuestro ordenamiento jurídico nada se había estatuido que sirviera de 

fundamento para concluir que la aplicación retroactiva de la ley más 

favorable no procedía en casos en que existen alegaciones preacordadas 

entre las partes. Además de ello, la posición sostenida por la mayoría de 

los paneles de este Tribunal antes de la opinión del Tribunal Supremo en 

torno a este asunto era precisamente que el principio de favorabilidad 

también era de aplicación a sentencias dictadas en casos de alegaciones 

preacordadas.4 A pesar de que tales dictámenes no constituyen 

precedente judicial, no puede soslayarse el valor persuasivo intrínseco de 

sus fundamentos. Delgado, ex parte, 165 DPR 170 (2005); Rivera 

Maldonado v. E.L.A., 119 DPR 74, 80 (1987).  

 Precisado lo anterior, concluimos que erró el foro primario al 

concluir que no procedía en este caso invocar el principio de favorabilidad 

por tratarse de una sentencia dictada a base de alegaciones 

preacordadas entre las partes. Aun cuando es norma reiterada que 

                                                 
4 Véanse, a modo de ejemplo, Pueblo v. Barrios Cruz, KLCE201501277, sentencia de 26 
de octubre de 2015; Pueblo v. Seda Aponte, KLCE201500792, sentencia de 29 de 
septiembre de 2015;  Pueblo v. Montes Muñiz, KLCE201500794, sentencia de 17 de 
septiembre de 2015; Pueblo v. Claudio Irizarry, KLCE201501050, sentencia de 11 de 
agosto de 2015. 
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nuestra revisión se da contra el dictamen, y no sus fundamentos5, 

entendimos necesario aclarar los fundamentos sobre los cuales debió 

basarse la determinación del foro primario. A estos efectos determinamos 

que no hubo error en denegar la solicitud del señor Figueroa. Indicamos 

las razones que justifican tal curso decisorio.   

 Los delitos que se imputaron al peticionario, tipificados bajo los 

Artículos 217 y 218 del Código Penal, supra, aparejan una pena fija de 3 

años cada uno. Al acordar ser sentenciado por la tentativa de ambos 

delitos, al peticionario se le condenó a una pena de reclusión de 1 año y 6 

meses por cada tentativa, a ser cumplidas de forma concurrente entre sí y 

consecutiva con otras penas. Al examinar las enmiendas aprobadas 

mediante la Ley Núm. 246, supra, notamos que únicamente fue 

enmendada su redacción. Las penas de estos delitos permanecieron 

inalteradas.   

 Consecuentemente, en el presente caso el señor Figueroa está 

impedido de invocar el principio de favorabilidad y solicitar la reducción de 

su pena toda vez que no existe una pena más favorable que aplicar. 

Las enmiendas aprobadas con la aprobación de la Ley Núm. 246, supra, 

no tuvieron efecto sobre la pena de reclusión que establecen los referidos 

artículos. Ante ello, procedía denegar la solicitud de rebaja de sentencia, 

como bien hizo Instancia. 

VI. Disposición del caso 

 Por los fundamentos que anteceden, expedimos el auto y 

confirmamos la resolución recurrida.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
5 SLG Semidey Vázquez v. ASIFAL, 177 DPR 657, 692-693 esc. 27 (2009); Pueblo v. Pérez 
Rodríguez, 159 DPR 554, 566 (2003); Vega v. Alicea, 145 DPR 236 (1998). 


